[image: Imagen que contiene Forma

Descripción generada automáticamente]








AGENCIA PARA LA REINCORPORACIÓN Y LA NORMALIZACIÓN 


RESOLUCIÓN NÚMERO ______________DE 2026
	

“Por la cual se modifican los artículos 2, 10 y 14 de la Resolución 2001 de 2026”
  

DECRETO NUMERO _________________de 2002    Hoja N°. 4


Continuación del decreto “Por el cual se reasignan unas funciones y competencias -”



RESOLUCIÓN NÚMERO____________DE 2026                                       Hoja N°. 9


“Por la cual se modifican los artículos 2, 10 y 14 de la Resolución 2001 de 2026”
   
----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
[bookmark: _Hlk148022057][bookmark: _Hlk96586308]LA DIRECTORA GENERAL DE LA AGENCIA PARA LA REINCORPORACIÓN Y LA NORMALIZACIÓN – ARN

En ejercicio de sus facultades constitucionales, legales y reglamentarias, en especial las conferidas por los numerales 1 y 5 del artículo 8 del Decreto Ley 4138 de 2011 y por el artículo 2.3.2.1.4.11 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 0492 de 2026 y 2 del Decreto 1004 de 2026, y  

CONSIDERANDO:

Que el artículo 22 de la Constitución Política establece que la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento.

Que la Ley 418 de 1997, prorrogada, modificada y adicionada por disposiciones posteriores, estableció instrumentos jurídicos para facilitar los procesos de paz y el tránsito a la vida civil de integrantes de grupos armados organizados al margen de la ley, así como para el otorgamiento de beneficios sociales y económicos en el marco de dichos procesos.

Que el artículo 65 de la Ley 418 de 1997, modificado por el artículo 22 de la Ley 1421 de 2010, dispone que las personas que se desmovilicen en el marco de acuerdos con grupos armados al margen de la ley con los cuales el Gobierno Nacional haya adelantado procesos de paz podrán acceder a los beneficios sociales y económicos de los programas que establezca el Gobierno Nacional, en la medida que lo permita su situación jurídica.

Que la Ley 2272 de 2022 estableció disposiciones relacionadas con la política de paz, seguridad, defensa y convivencia, y fortaleció los instrumentos institucionales para el desarrollo de procesos de paz y la implementación de la denominada Política de Paz Total.

Que el Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 0492 de 2026, amplió el acceso al Proceso de Reintegración a las personas acreditadas por la Oficina del Consejero Comisionado para la Paz – OCCP en el marco de diálogos, negociaciones o firma de acuerdos con Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley – GAOML, señalando que la aceptación de las listas de integrantes habilita a dichas personas, previa dejación de armas, para acceder al proceso de reintegración social, política y económica o al mecanismo que se acuerde en el respectivo proceso de negociación.

Que, en cumplimiento de las disposiciones contenidas en el Decreto 0492 de 2026, la Agencia para la Reincorporación y la Normalización – ARN expidió la Resolución 2001 de 2026, mediante la cual se establecieron disposiciones relacionadas con las rutas de ingreso al Proceso de Reintegración, así como los requisitos, beneficios, condiciones y obligaciones aplicables a las personas desmovilizadas individual y colectivamente con posterioridad a la entrada en vigencia del citado decreto.



Que, durante la implementación de la Resolución 2001 de 2026, la Agencia para la Reincorporación y la Normalización identificó situaciones que no se encontraban previstas expresamente en dicho acto administrativo y que requieren ajustes para garantizar la adecuada implementación del Proceso de Reintegración.

Que, particularmente, se identificó la existencia de personas acreditadas de nacionalidad extranjera respecto de las cuales resulta necesario precisar su posibilidad de acceso al Proceso de Reintegración, en el marco de la implementación de los acuerdos alcanzados en las mesas de diálogo adelantadas por el Gobierno Nacional con distintos Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley y, especialmente, a partir del ingreso de integrantes acreditados ubicados en las Zonas para la Capacitación Integral y Ubicación Temporal – ZUT-ZOCIUT.

Que el artículo 13 de la Constitución Política consagra el derecho a la igualdad y establece que todas las personas recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin discriminación, entre otras razones, por origen nacional.

Que, a su vez, el artículo 100 de la Constitución Política establece que los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles concedidos a los nacionales, con las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley.

Que no se advierte en las disposiciones que regulan el acceso al Proceso de Reintegración una exclusión expresa de las personas extranjeras acreditadas por la Oficina del Consejero Comisionado para la Paz – OCCP, por razón de su nacionalidad.

Que, de conformidad con el artículo 2.3.2.1.2.6 del Decreto 1081 de 2015, modificado por el Decreto 0492 de 2026, el acto administrativo mediante el cual la Oficina del Consejero Comisionado para la Paz – OCCP acepta las listas y reconoce la calidad de miembro de un Grupo Armado Organizado al Margen de la Ley habilita a la persona para acceder, previa dejación de armas, al proceso de reintegración social, política y económica o al mecanismo que se pacte en el marco de la negociación.

Que dicha regulación no establece una diferenciación fundada en la nacionalidad de las personas acreditadas, razón por la cual, resulta necesario adecuar la Resolución 2001 de 2026 para permitir expresamente el acceso de las personas extranjeras al Proceso de Reintegración, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones derivadas de la normativa migratoria vigente.

Que, en este sentido, la modificación propuesta busca evitar vacíos de atención institucional frente a personas extranjeras que hayan sido formalmente acreditadas en el marco de procesos de paz y que cumplan las demás condiciones previstas en el ordenamiento jurídico para su ingreso al Proceso de Reintegración.

Que la posibilidad de acceso de las personas extranjeras al Proceso de Reintegración no implica que la Agencia para la Reincorporación y la Normalización ejerza competencias propias de las autoridades migratorias, por lo que aquellas personas deberán regularizar su permanencia en el país de conformidad con la normativa vigente y dentro de las competencias de las autoridades correspondientes.

Que, de otra parte, la Agencia identificó la necesidad de fortalecer las disposiciones relacionadas con el servicio social, teniendo en cuenta que este constituye uno de los mecanismos mediante los cuales se materializan los principios de reconciliación, reconstrucción del tejido social, convivencia pacífica y garantías de no repetición que orientan el Proceso de Reintegración.

Que el Documento CONPES 3554 de 2008, mediante el cual se adoptó la Política Nacional de Reintegración Social y Económica para Personas y Grupos Armados Organizados al Margen de la Ley, reconoce que la reintegración constituye un proceso integral que trasciende la atención individual y comprende la reconstrucción de las relaciones entre las personas que abandonan la violencia y las comunidades receptoras.

Que, en este contexto, el servicio social constituye una herramienta para promover la participación activa de las personas en proceso de reintegración en actividades orientadas al bienestar colectivo, fortalecer sus vínculos con las comunidades y favorecer procesos de construcción de ciudadanía.

Que la experiencia institucional ha evidenciado la importancia de fortalecer la apropiación de los objetivos y alcances del servicio social, razón por la cual, resulta pertinente establecer expresamente su realización como requisito obligatorio para las personas en proceso de reintegración y como condición para el acceso al Beneficio de Inserción Económica.

Que la incorporación de este requisito permite fortalecer la coherencia entre las distintas obligaciones y beneficios que integran la ruta de reintegración, promoviendo la comprensión del sentido restaurativo, comunitario y transformador del servicio social, así como los principios de corresponsabilidad, reconciliación y construcción de paz.

Que, igualmente, durante la implementación de la Resolución 2001 de 2026 se identificaron situaciones particulares que requieren un tratamiento diferencial respecto del cumplimiento de las acciones de servicio social, especialmente frente a personas vinculadas al Programa de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación, personas que se encuentren en situación de riesgo extraordinario derivado de su proceso de reintegración y personas menores de edad desvinculadas certificadas por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas – CODA.

Que las condiciones particulares de protección, seguridad o especial vulnerabilidad de estas personas justifican la adopción de medidas diferenciadas que permitan armonizar los objetivos del Proceso de Reintegración con la garantía efectiva de sus derechos fundamentales.

Que la incorporación de causales específicas de exoneración permite aplicar criterios de razonabilidad, proporcionalidad y enfoque diferencial, evitando que el cumplimiento de las acciones de servicio social genere riesgos desproporcionados para la integridad personal, la seguridad o la condición de víctima de determinadas personas.

Que, en particular, respecto de las personas desvinculadas y certificadas por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas – CODA, resulta pertinente reconocer su condición de víctimas del conflicto armado y permitir que su participación en el servicio social sea voluntaria o que puedan ser exoneradas de su realización.

Que, adicionalmente, la modificación de las disposiciones sobre servicio social permitirá fortalecer acciones relacionadas con la prevención del reclutamiento de niñas, niños y adolescentes, contribuyendo a las garantías de no repetición y al desarrollo de acciones pedagógicas y preventivas en los territorios y comunidades receptoras.

Que, finalmente, la Agencia identificó la necesidad de precisar el alcance de la línea temática de educación dentro del Plan Individual de Reintegración – PIR, diferenciando expresamente entre educación formal, educación superior y educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano – ETDH.

Que la educación constituye un mecanismo fundamental para garantizar el acceso efectivo a derechos, superar condiciones históricas de exclusión, fortalecer capacidades individuales y promover la integración social y económica de las personas en proceso de reintegración.

Que la Resolución 2001 de 2026 desarrolla posteriormente acciones, beneficios y requisitos relacionados con diferentes tipos de formación, tales como alfabetización, educación básica y media, educación superior y educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano, por lo que resulta necesario precisar previamente estas categorías dentro de la disposición que regula el Plan Individual de Reintegración.

Que la diferenciación expresa de estas modalidades permite armonizar el artículo 14 de la Resolución 2001 de 2026 con las demás disposiciones del acto administrativo, facilita su interpretación y aplicación uniforme y brinda mayor seguridad jurídica tanto a los equipos responsables de su implementación como a las personas participantes.

Que la educación formal contribuye a la garantía de derechos y a la superación de rezagos educativos; la educación superior amplía las oportunidades de movilidad social y acceso a empleos formales; y la educación para el Trabajo y el Desarrollo Humano fortalece las competencias laborales y las posibilidades de generación de ingresos.

Que, en consecuencia, resulta conveniente modificar los artículos 2, 10 y 14 de la Resolución 2001 de 2026, con el propósito de fortalecer la seguridad jurídica, eliminar vacíos interpretativos, facilitar una aplicación uniforme de la regulación y garantizar una atención institucional adecuada a las personas destinatarias del Proceso de Reintegración.

Que, en mérito de lo expuesto,

RESUELVE:

Artículo 1. Modificar el artículo 2 de la Resolución 2001 de 2026, el cual quedará así:

“Artículo 2. Ámbito de aplicación. El presente acto administrativo aplica a todas las personas que se desmovilicen de manera individual o colectiva en el territorio nacional con posterioridad a la expedición del Decreto 0492 de 2026 o la norma que lo modifique, adicione o sustituya y que ingresen al Proceso de Reintegración.

Las personas extranjeras podrán acceder al Proceso de Reintegración siempre y cuando regularicen su permanencia en el país, de acuerdo con la normatividad y reglamentos vigentes en la materia.”

Artículo 2. Modificar el artículo 10 de la Resolución 2001 de 2026, en el sentido de adicionar los parágrafos 3, 4 y 5, el cual quedará así:

“Artículo 10. Condiciones y Requisitos para Acceder a las Acciones de Servicio Social. La persona en proceso de reintegración deberá cumplir las siguientes condiciones y requisitos para acceder a las acciones de servicio social:

1. Firmar el acta de compromiso para el desarrollo del Servicio Social.
2. Tener cobertura en salud, mediante carta provisional de salud o estar afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud.
3. No encontrarse incurso en las causales de restricción de beneficios de conformidad con lo establecido en la presente resolución.

	Parágrafo 1. La participación de la persona desmovilizada en proceso de reintegración en las acciones de servicio social no causará el desembolso del Apoyo Económico a la Reintegración.
	Parágrafo 2. La ARN, a través del Comité de Componente Específico, definirá los casos de exoneración de acciones de servicio social para las personas que tengan el Acompañamiento Psicosocial con Componente Específico o en el enfoque condicional o especial.
	Parágrafo 3. La sensibilización para la realización del servicio social será obligatoria para todas las personas que se encuentren en el Proceso de Reintegración y será requisito para el acceso al Beneficio de Inserción Económica.
	Parágrafo 4. La persona en proceso de reintegración que se encuentre en el Programa de Protección y Asistencia de la Fiscalía General de la Nación y/o en situación de riesgo extraordinario derivado de su proceso de reintegración, considerado así por el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas – CERREM, cuya situación de riesgo persista por un periodo igual o superior a dos (2) años, podrá ser exonerada de la realización del servicio social, previo concepto, estudio y aprobación por parte de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización.
	Parágrafo 5. La persona desvinculada y certificada como tal por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas – CODA podrá participar de manera voluntaria en el servicio social o ser exonerada de la realización de este, teniendo en cuenta su condición de víctima del conflicto armado.”


Artículo 3. Modificar el artículo 14 de la Resolución 2001 de 2026, el cual quedará así:

“Artículo 14. Definición del Plan Individual de Reintegración en lo relacionado con Educación. El Plan Individual de Reintegración – PIR es una herramienta de planificación, seguimiento y evaluación de carácter colaborativo y secuencial diseñada por la Agencia para la Reincorporación y la Normalización – ARN para implementarse en dos ciclos: ‘Ciclo 1. Vinculación y Adaptación’ y ‘Ciclo 2. Cumplimiento de Acciones’, de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 de la presente resolución.

El PIR deberá integrar las acciones y actividades de la Malla de Acciones que estén orientadas al acceso a la oferta pública y al fortalecimiento de habilidades y capacidades para la vida civil y comprende las siguientes líneas temáticas:

1. Educación formal: Participación en procesos de alfabetización, educación básica (primaria y secundaria) y educación media; Educación para el trabajo y el desarrollo humano (ETDH) y Educación superior programas de pregrado (técnico profesional, tecnológico y profesional universitario) y posgrado.   
2. Salud: Gestión del aseguramiento al Sistema General de Seguridad Social en Salud – SGSSS y asistencia a jornadas de pedagogía en salud y autocuidado.
3. Inclusión Diferencial: Participación en la caracterización de necesidades de cuidado y acceso a rutas de certificación de discapacidad, cuando corresponda.
4. Acompañamiento Psicosocial: Asistencia a las sesiones del modelo de acompañamiento con enfoques diferenciales.
5. Componente Jurídico: Participación en los espacios de pedagogía y asesoría para el seguimiento de su situación jurídica.
6. Paz Territorial: Vinculación a procesos de diálogo, trabajo comunitario y acciones de reconciliación.
7. Sostenibilidad y Cuidado: Orientación vocacional e introducción a la generación de ingresos, participación en las estrategias de promoción laboral, fortalecimiento organizativo e iniciativas de cuidado comunitario y territorial.

Parágrafo. Las actividades de cada una de las líneas del Plan Individual de Reintegración deberán diseñarse e implementarse en condiciones de accesibilidad, garantizando la participación efectiva de las personas con discapacidad.”

Artículo 4. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación y modifica, en lo pertinente, los artículos 2, 10 y 14 de la Resolución 2001 de 2026.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE.

Dada en Bogotá, D. C., a los días del mes de septiembre de 2026.


JOHANA CAROLINA VERGARA OSPINA
Directora General (E) de la Agencia para la Reincorporación y la Normalización



Proyectó: Marcela Pantoja	 
Proyectó/Revisó: Ingrid Frias Navas[image: Texto
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Aprobó: 	 Denisse Gisella Rivera Sarmiento - Jefe Oficina Asesora Jurídica 
    	     Johanna Carolina Vergara - Secretaria General 
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